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San Luis Potosí, San Luis Potosí, a once de noviembre de dos mil veintiuno. 

V i s t o, para resolver el toca 86/2021, relativo al recurso de queja interpuesto, por ELIMINADO en contra del auto de veintiocho de abril de dos mil veintiuno, que negó la admisión del recurso de apelación, dictado por el Juez Primero Civil del Sexto Distrito Judicial de Ciudad Valles, S.L.P., dentro del expediente ELIMINADO, relativo al juicio ordinario civil, promovido por ELIMINADO en contra de ELIMINADO y ELIMINADO; y,

R e s u l t a n d o:

Primero. - Substanciación del recurso de queja.

Mediante escrito recibido el cuatro de mayo de dos mil veintiuno, ante la Secretaría General de Acuerdos del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, ELIMINADO interpuso recurso de queja, en contra del auto pronunciado el veintiocho de abril de dos mil veintiuno, que negó la admisión de recurso de apelación que planteaba; y se ordenó formar el toca y registrarse en el libro de gobierno correspondiente, reservándose la admisión del recurso hasta en tanto obrara el informe justificado. 
Por auto de treinta de marzo del mismo año, se recibió oficio número SC-II-530/2021, de la Secretaria del Juzgado Primero Civil del Sexto Distrito Judicial en Ciudad Valles, S.L.P., Encargada del despacho por ministerio de ley, en el cual rindió su informe respectivo, justificándolo en parte, y al cual adjuntó el testimonio de las constancias deducidas del expediente  ELIMINADO y se le requirió para que acompañara copia certificada relativa de la notificación a la parte colitigante, respecto de la entrega de la copia del escrito de queja, ya que únicamente remitió de ELIMINADO más no así de los demás colitigantes; teniendo al servidor judicial mediante auto de dos de septiembre del mismo año, por dando cumplimiento al requerimiento efectuado; por tanto, se tuvo al recurrente por interponiendo el recurso de queja en tiempo y forma, ordenándose su trámite correspondiente; y se citó para resolver, para lo cual se remitió a la Magistrada en turno, para formular el proyecto de resolución;

C o n s i d e r a n d o :

Primero. - Competencia. 
El Pleno de este Tribunal de Justicia es competente para conocer del presente recurso de queja, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 11, y 14, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado en relación con el último párrafo del artículo 973, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, en vigor; toda vez que el auto que se combate fue pronunciado por un juez civil de primer grado, en el interior del territorio dentro del cual, este órgano ejerce su jurisdicción.
Segundo. - Admisibilidad del recurso de queja. 
La admisión y substanciación del recurso de queja interpuesto, se encuentra apegada a lo establecido por los preceptos 971 y 973, del Código de Procedimientos Civiles y 17, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, toda vez que se advierte que en el auto que se combate, el juez de origen negó la admisión de un recurso de apelación que planteaba el ahora quejoso, por lo que se actualiza la hipótesis comprendida en la fracción III, del artículo 971 del código adjetivo civil.
Tercero. - Temporalidad del recurso.

El recurso de queja formulado por ELIMINADO fue interpuesto dentro del plazo legal de tres días a que se refiere el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, dado que el auto recurrido, de fecha veintiocho de abril de dos mil veintiuno, fue notificado a las partes por medio de lista publicada en los estrados del juzgado de origen, el día veintinueve del mismo mes y año, por lo que, el término para interponer el recurso de queja que nos ocupa, inició el día tres y feneció el seis, ambos del mes de mayo de dos mil veintiuno; siendo que el escrito de interposición de la queja fue presentado el día cuatro de mayo de dos mil veintiuno, de ahí que fue planteado dentro del término legal establecido.
Cuarto. - Proveído impugnado.

El auto materia del recurso de queja planteado dispone lo siguiente: 

“Ciudad Valles, Estado de San Luis Potosí, a 28 veintiocho de abril de 2021 dos mil veintiuno. 

Téngase por recibido un escrito signado por ELIMINADO recepcionado el día 27 veintisiete de abril del presente año. 

Visto el contenido del ocurso de cuenta, dígasele al promovente que de conformidad con el ordinal 70 de la Ley Adjetiva Civil vigente en la Entidad, se desecha de plano el recurso de apelación que hace valer en contra del proveído de fecha 22 veintidós de abril de 2021 dos mil veintiuno, por su notoria improcedencia, en razón de que dicho auto no es recurrible en apelación, en virtud de que no se encuentra dentro de alguno de los supuestos que prevé el artículo 946 de Ley Adjetiva Civil vigente en la Entidad. Notifíquese…”
Quinto. - Agravios formulados.

 El recurrente ELIMINADO formuló su recurso en contra del auto combatido, y expresó los siguientes motivos de inconformidad: 
“…PRIMERO. - En efecto, causa agravio el auto emitido por el inferior en el que determina: “… desechar de plano el recurso de apelación que se hace valer en contra del proveído de fecha 22 veintidós de abril de 2021 dos mil veintiuno, por su notoria improcedencia, en razón de que dicho auto no es recurrible en apelación, en virtud de que no se encuentra dentro de alguno de los supuestos que prevé el artículo 946 de la Ley Adjetiva Civil vigente en la Entidad. Notifíquese…”, toda vez, que el citado argumento emitido por el inferior, se advierte a claridad meridiana, que el resolutor no motivo, ni mucho menos fundamentó adecuadamente su determinación, y esto es así, porque el numeral 795 SEXTIES en su primer párrafo del Código invocado, es claro al establecer contra que resoluciones es procedente el recurso de apelación, y en el caso que nos ocupa, la negativa y/o el desechamiento del medio de impugnación que el exponente hice valer mediante promoción de fecha de recepción 27 de abril del año en curso, es admisible su apelación en el efecto devolutivo. De lo anterior, para mayor comprensión sirve como sustento legal la transcripción del artículo referido al tenor literal siguiente:   

ARTÍCULO 795 SEXTIES, 1ER PÁRRAFO DEL COD. DE PROC. CIVILES VIGENTE EN EL ESTADO “… Contra la resolución de primera instancia que decrete la caducidad procederá el recurso de apelación en ambos efectos. LA NEGATIVA DEL JUEZ A DECRETARLA SERÁ APELABLE EN EL EFECTO DEVOLUTIVO…”.
SEGUNDA (sic).- Causa agravio la resolución citada mediante auto de fecha 28 de abril del 2021 pronunciada por el a quo en el asunto de mérito, en el sentido de que la autoridad inferior pretende  incorrectamente citar el artículo 70 del código de procedimientos civiles vigente en el Estado de San Luis Potosí como medio de fundar su determinación para desechar de plano el recurso de apelación planteado por el exponente mediante escrito de recepción de fecha 27 de abril del presente año, toda vez, que para la improcedencia del medio de impugnación que se promovió, éste no se encuentra en ninguno de los supuestos establecidos en el número 70 del código en consulta, amén, que como se reitera, la apelación se promovió a causa del auto que no admitió el incidente de caducidad por falta de impulso procesal de las partes en el presente asunto de mérito, de la cual la caducidad citada opera a petición de parte y/o hasta de oficio, es decir, en el medio de impugnación no se advierte que la promoción sea notoriamente frívolo e improcedente para que el inferior lo haya desechado de plano, y al no existir impedimento legal para su substanciación, luego entonces es procedente el agravio que se invoca en términos del presente punto del concepto de agravios…”.
Sexto. - Informe del Juez del conocimiento.

Con motivo de los agravios formulados, y en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, el Juez Primero de lo Civil de Ciudad Valles, S.L.P., remitió el testimonio de las actuaciones correspondientes, y rindió su informe con justificación mediante oficio número SC-II-530/2021 y el cumplimiento al requerimiento realizado mediante oficio SC-II-801/2021, en los siguientes términos:

“… Que efectivamente dentro de los autos del expediente mencionado en supralíneas, este Tribunal con fecha 28 de abril de 2021 dos mil veintiuno, dictó el proveído del que se duele el quejoso, por el cual se desechó de plano el recurso de apelación interpuesto por  ELIMINADO en contra del auto de fecha 22 veintidós de abril de 2021 dos mil veintiuno, en el entendido de que dicho proveído se encuentra legalmente fundado y motivado conforme lo ahí determinado…”. 
Séptimo. - Síntesis del asunto.

A fin de alcanzar mayor comprensión, se relatan los antecedentes que conforman el presente asunto, de la siguiente manera:

1.- Con fecha tres de abril de dos mil trece, compareció ELIMINADO a demandar en la vía ordinaria civil, en contra de ELIMINADO demanda que fue admitida a trámite el cuatro de abril de dos mil trece; ordenándose emplazar y correr traslado de la demanda a los demandados para que produjeran su contestación. Con fecha siete de noviembre de dos mil trece, se mandó recibir el juicio en su etapa de ofrecimiento de pruebas. El veintisiete de diciembre del citado año, se decretó el término de treinta días para el desahogo de las pruebas ofrecidas por las partes. En auto de diecinueve de marzo de dos mil catorce, se pusieron los autos a la vista de las partes a fin de que formularan los alegatos de su intención. Y con fecha diecinueve de enero de dos mil quince, se citó para dictar sentencia, pronunciándose la misma el treinta del mismo mes y año, y en la cual el juzgador declara improcedentes las acciones de nulidad de compraventa y prescripción positiva ejercitadas e improcedente la acción de nulidad contrato verbal de compraventa, promovido en vía de reconvención por ELIMINADO en contra de ELIMINADO sentencia en contra de la cual por auto de veinte de febrero de dos mil quince, se tuvo a ELIMINADO por interponiendo recurso de apelación, el que fue resuelto por la Cuarta Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, la que por resolución de fecha treinta de enero de dos mil quince, revocó la sentencia y decretó la nulidad del contrato de compraventa celebrado entre el apelante y  ELIMINADO 
2.- El diez de mayo de dos mil dieciséis, el Juez Séptimo de Distrito con sede en Ciudad Valles, San Luis Potosí, tuvo a  ELIMINADO por promoviendo demanda de amparo, al que se le asignó el número 186/2016-III, en contra actos que reclama al Juez Primero Civil del Sexto Distrito Judicial de Ciudad Valles San Luis Potosí, así como de la Cuarta Sala del Supremo Tribunal de Justicia.
3.- Mediante resolución de fecha doce de abril de dos mil diecinueve, en el juicio de amparo indirecto, la autoridad federal resolvió que la justicia de la unión amparaba y protegía a ELIMINADO y ordeno reponer el procedimiento a fin de que el juez primero del ramo civil con residencia en esta ciudad, dejara insubsistente todo lo actuado en el juicio  ELIMINADO de su índice, a partir de la diligencia de emplazamiento de ELIMINADO con el objeto de que su sucesión a bienes por conducto de su albacea sustituto fuera emplazado legalmente, sin que ello implicara el emplazamiento al diverso codemandado y ordenar su nuevo llamamiento a juicio.
4.- Con fecha veintinueve de abril de dos mil diecinueve, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo, el juez de primera instancia dejó sin efecto todo lo actuado en el juicio, a partir de la diligencia de emplazamiento de diecisiete de abril de dos mil trece, practicado únicamente a ELIMINADO ordenando notificarlo y emplazarlo a juicio por conducto del albacea sustituto de la sucesión. 
5.- Con fecha catorce de mayo de dos mil diecinueve, se tuvo a la parte actora del juicio principal por desistiéndose de la acción de nulidad absoluta del contrato de compraventa y de la instancia respecto de la prescripción positiva y/o adquisitiva, únicamente por lo que respecta a ELIMINADO  
6.- El veintidós de abril de dos mil veintiuno, la parte actora, interpuso caducidad de la instancia, y se le dijo que no había lugar a tenerlo por interponiendo la misma, en razón al estado que guardaba el litigio. 
7.- Inconforme con la anterior determinación, ELIMINADO opuso recurso de apelación; a lo que se acordó por auto de veintiocho de abril del mismo año, que no había lugar a tenerlo por interponiendo el recurso de apelación planteado, por estimarse que no es recurrible en apelación; siendo esta determinación, el motivo de impugnación en la presente queja. 
Expuesto lo anterior, se aprecia que el motivo de la presente queja consiste en el acuerdo de veintiocho de abril del presente año, que no admitió a trámite el recurso de apelación que planteaba el hoy quejoso en contra del diverso proveído de veintidós del mismo mes y año.
Esencialmente, alega el quejoso que el resolutor no motivó, ni mucho menos fundamentó adecuadamente su determinación, porque el numeral 795 SEXTIES, del Código de Procedimientos Civiles, en su primer párrafo, es claro al establecer contra qué resoluciones es procedente el recurso de apelación, y que la negativa y/o el desechamiento del medio de impugnación que el exponente hizo valer mediante promoción de veintisiete de abril del año en curso, es apelable en el efecto devolutivo; que entonces, afirma, la autoridad inferior citó incorrectamente el artículo 70 del Código de Procedimientos Civiles, porque su recurso no puede declararse notoriamente frívolo ni improcedente, para ser desechado de plano, y que al no existir impedimento legal para su substanciación, deberá admitirse a trámite el recurso de apelación planteado.

Como sustenta el que recurre, se actualiza una fundamentación inadecuada por parte del órgano de primer grado, pues aun cuando invoca el precepto legal al cual se sujetó, éste resulta inaplicable a la hipótesis jurídica patentizada, por las características específicas de la misma, que impiden su adecuación o encuadre en ese supuesto normativo, lo anterior, como se expondrá a continuación.
Inicialmente, debe acotarse, la garantía de fundamentación y motivación consiste en el deber de expresar los motivos de hecho y las razones de derecho, que tomó en cuenta la autoridad para emitir el acto, y esta obligatoriedad radica en el mismo principio de legalidad, que debe observar todo acto de autoridad. 

La exigencia de fundamentación ha sido entendida, como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer el acto de autoridad; y la exigencia de motivación ha sido referida a la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que se basa se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que afirma aplicar
.

De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, y según ha quedado establecido por jurisprudencia reiterada, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas
.
Se distingue además, que entre la falta, y la indebida fundamentación y motivación de un acto de autoridad, existen diferencias sustanciales; resultando que, la primera se actualiza, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica; en cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto sí se invoca el precepto legal; sin embargo, éste resulta inaplicable al asunto, por las características específicas del mismo, que impiden su adecuación en la hipótesis normativa que se clama; y una incorrecta motivación, cuando las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica al caso.
Luego, es evidente que una falta de fundamentación y motivación representa una carencia absoluta de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, se refiere a la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con una discordancia entre la aplicación de las normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto.

Este Tribunal actuando en Pleno, determina que el auto combatido se encuentra incorrectamente fundado y motivado, lo que transgrede en perjuicio de los intervinientes sus garantías de seguridad jurídica y debido proceso, de ahí lo fundado de la disconformidad planteada.
En efecto, el juez de primer grado sustentó su determinación de manera inadecuada, en los artículos 70 y 946 del Código de Procedimientos Civiles, que disponen:

“Artículo 70.- Los tribunales no admitirán nunca promociones de incidentes o recursos notoriamente frívolos o improcedentes; los desecharán de plano, sin necesidad de substanciación alguna; y, en su caso, consignarán el hecho al Ministerio Público para lo que fuere procedente. 

Los incidentes ajenos al negocio principal deberán ser repelidos de oficio por los jueces”.
“Artículo 946.- Las demás resoluciones sólo son apelables cuando decidan un incidente y cuando esta Ley lo disponga, si además lo fuere la sentencia definitiva del juicio en que se dicten. La apelación será admisible sólo en el efecto devolutivo, salvo los casos que este Código exceptúe”.
Sin atender que el precepto legal aplicable era el 795 SEXTIES del mismo ordenamiento legal, que literalmente dispone:
“795 SEXTIES. - Contra la resolución de primera instancia que decreta la caducidad procederá el recurso de apelación en ambos efectos. La negativa del juez a decretarla será apelable en el efecto devolutivo,
La resolución de segunda instancia que niegue la caducidad de la misma, podrá ser impugnada a través del recurso de reposición. La que decrete la caducidad no admitirá ningún recurso.”
El artículo 70 del código adjetivo de la materia, faculta a los juzgadores a desechar de plano los incidentes, promociones e incluso, los recursos, por notoriamente frívolos o improcedentes, sin necesidad de que sean substanciados en modo alguno, lo que responde a la finalidad del legislador de observar el principio de inmediatez procesal, a efecto de evitar la prolongación innecesaria de los procedimientos.

Es verdad también, que nuestra legislación procesal sigue un sistema casuístico de exclusión, para determinar la procedencia de los recursos, de acuerdo con la interpretación conjunta a los artículos 945
 y 946
, del Código de Procedimientos Civiles vigente, es decir, que está contemplado cada supuesto jurídico que puede ser controvertido bajo ese medio de impugnación. 

No obstante, de la lectura y análisis del artículo 795 SEXTIES, se obtiene, que sí existe disposición normativa que regula la forma de impugnación que procede en contra de la declaración de la caducidad de la instancia, o de su negativa, como en este caso se actualiza.

Es importante enfatizar, que este tribunal no puede estudiar la legalidad de los motivos que tuvo el juez en consideración para desechar la caducidad de la instancia que le fue planteada, dado que la materia del presente recurso de queja estriba únicamente en examinar si el juzgador estuvo o no en lo correcto, para desechar de plano, el recurso de apelación que promovía el actor en contra del diverso proveído de veintidós de abril del año en curso; es decir, deberá determinarse si el referido auto de veintidós de abril de este año, que negó la admisión de la caducidad de la instancia planteada, es impugnable o no, mediante el recurso de apelación.

Debe traerse a la luz lo expresado en la exposición de motivos del decreto 0216, de fecha veinticuatro de mayo de dos mil dieciséis, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, que reformó, adicionó y derogó diversas disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, y por el que se instituyó la figura de la caducidad en los asuntos civiles, donde se dijo:
“La caducidad es la extinción de un derecho por el transcurso del tiempo concedido para su ejercicio; también conocida como decadencia de derechos.”


La caducidad, se plasmó también, pretende dar seguridad al tráfico jurídico, y atender al hecho objetivo de la falta de ejercicio durante el término prefijado.

En torno a esto, con la incorporación de la figura jurídica de la caducidad de la instancia en materia civil, se pretende constreñir a las partes a que cumplan con las obligaciones procesales que les corresponden y que adquirieron en virtud de la promoción del juicio, sancionando su desinterés en hacerlo, con la terminación del mismo sin resolución de fondo y con las consecuencias jurídicas emanadas de ello.

En la misma exposición de motivos se planteó que el establecimiento de la caducidad requería de una regulación completa, en lo concerniente a su procedencia, naturaleza, efectos, formas, excepciones e impugnación, y con motivo de ello, el legislador efectuó los ajustes correspondientes, acordes a las necesidades particulares de la realidad jurídica de nuestra Entidad, pero con estricto respeto a los principios que rigen a la figura de la caducidad.

Esto se resalta, para dejar plasmado que, el legislador potosino, al instituir la figura de la caducidad procesal en materia civil, procuró abordar todos los temas atinentes con la naturaleza jurídica y substanciación procesal de dicha figura, incluido también, los casos de impugnación a la misma.


Los artículos adicionados mediante el decreto referido, y que regulan la figura de la caducidad procesal son los preceptos 795 BIS al 795 OCTIES del Código de Procedimientos Civiles del Estado, y de su lectura integral se desprende que, la caducidad pues ser decretada de oficio, o a petición de parte, cualquiera que sea el estado del juicio, desde el primer auto que se dicte en el mismo y hasta citación para oír sentencia.

Específicamente, conforme al numeral 795 QUARTER, el auto o resolución que decrete la caducidad, será dictado por el juez o tribunal, inmediatamente que tenga conocimiento de los hechos que la motiven, y en adminiculación con el diverso precepto 795 QUINQUE, fracción VI, la caducidad puede ser decretada por auto o por sentencia, es decir, de ambos numerales puede colegirse que no es exigible ni forzosa una substanciación incidental, como tampoco es necesario que se emita una resolución para el pronunciamiento de la caducidad, sino que puede válidamente decretarse mediante auto o decreto, en términos del diverso artículo 78
 del código en mención.

La caducidad se aprecia, además, es de orden público y opera en consecuencia por el solo transcurso del término indicado
, resultando obligada la autoridad judicial a examinar la cuestión de manera inmediata
, y emitir el pronunciamiento correspondiente, lo que significa que el tribunal debe cuidar porque se cumplan las formalidades del procedimiento y declarar la actualización de la caducidad cuando sea procedente.

Con relación al tema, conviene invocar por analogía con el tema y la materia, el criterio publicado en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación que dice:

“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. AUNQUE OPERA DE PLENO DERECHO, REQUIERE DE UN DECRETO. De la interpretación gramatical y psicológica del segundo párrafo del artículo 1076 del Código de Comercio, se obtiene que para el surtimiento de los efectos jurídicos que le corresponden a la caducidad de la instancia y su oposición en otros actos o procedimientos, se torna indispensable que el Juez de la causa declare la actualización de sus elementos y la decrete, sin que obste para sostener este criterio, que en el precepto se exprese que la caducidad opera de pleno derecho, pues aunque generalmente esta expresión ha sido entendida como la constitución de una situación o la producción de un efecto jurídico por el solo cumplimiento de las condiciones previstas en la ley al efecto, en el caso no está empleada con esa connotación, porque el propio precepto determina la necesidad de su decreto judicial, por lo que, atendiendo al postulado del legislador racional, en cuanto a que el contenido de las normas debe tener un sentido lógico y coherente, resulta inconcuso que, en el precepto sujeto a interpretación, la expresión de que la caducidad opera de pleno derecho está empleada de hacer patente la agilidad con la que se debe resolver esa cuestión, evitando formalidades gravosas o excesivas, como el seguimiento de un trámite incidental o el dictado de una sentencia especial para dilucidar la cuestión de la caducidad, pero no eliminó la necesidad de su decreto por el Juez. Esto se advierte en la exposición de motivos de la iniciativa que dio lugar a la reforma al Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, mediante la cual se introdujo la institución procesal en comento
”.

La invocación de este criterio es pertinente, pues aun cuando la legislación procesal civil no dispone taxativamente que la caducidad de la instancia opere de pleno derecho, sí regula que es de orden público y opera por el solo transcurso del término indicado; de ahí la pertinencia del criterio invocado, pues tal como se sustenta en la tesis, a pesar de que la caducidad opere por el tiempo transcurrido, se torna indispensable que la autoridad que conoce del asunto, declare la actualización de sus elementos y la decrete, siendo patente reiterar la agilidad con la que se debe resolver la cuestión, evitando formalidades gravosas o excesivas, como el seguimiento de un trámite incidental o el dictado de una sentencia especial, para dilucidar su procedencia.
En este corolario, la caducidad puede surgir a virtud de petición de parte, o de oficio, y es válido jurídicamente que sea decretada por resolución vía incidental, o mediante acuerdo o decreto, lo que significa, sin substanciación alguna, por tanto, la negativa a tenerlo por interponiendo la caducidad, revela sin lugar a dudas, una negativa a decretar la caducidad puesta a consideración del juzgador, porque de haberla estimado procedente, pudo haberla decretado en ese mismo acuerdo, sin substanciación de incidente alguno, en atención a su deber de procurar la celeridad procesal, por ello, la hipótesis jurídica que se actualiza, es la comprendida en el artículo 795 SEXTIES, del código de la materia, y debe atenderse a la posibilidad de recurrir esa negativa mediante el medio ordinario de defensa establecido.
Se colige lo anterior, dado que el juez sí resolvió sobre dicha pretensión, pero sin concederse, aludiendo que el estado que guarda el litigio no lo permite, y con independencia de lo adecuado o no que resulte dicha negación, (al no ser materia de análisis en la presente impugnación), lo relevante es que el juzgador analizó la pretensión formulada, y examinó a su vez, el estado de los autos, determinando que no había lugar a tenerle por interponiendo caducidad, debido al estado que guarda el juicio, lo que claramente consolida una negativa para decretarla, combatible mediante el recurso de apelación a que se refiere el numeral 795 SEXTIES citado, de ahí lo fundado del agravio expuesto, al actualizarse el supuesto de recurribilidad mencionado.
El Juez Primero Civil del Sexto Distrito Judicial, al emitir el auto que aquí se examina, determinó también, que el auto que pretendía combatir el actor del juicio no es recurrible en apelación, pues no se encuentra dentro de alguno de los supuestos que prevé el artículo 946 de la ley adjetiva civil de la entidad, mismo que se transcribe a continuación:
“Artículo 946.- Las demás resoluciones sólo son apelables cuando decidan un incidente y cuando esta Ley lo disponga, si además lo fuere la sentencia definitiva del juicio en que se dicten. La apelación será admisible sólo en el efecto devolutivo, salvo los casos que este Código exceptúe.”

En función de este precepto, las resoluciones que resultan apelables, son aquéllas que decidan un incidente, o las que disponga la ley, no obstante, en relación a lo que ha quedado plasmado precedentemente, en función del contenido de los citados preceptos 795 QUARTER Y QUINQUE, la caducidad puede ser decretada por auto o resolución, por lo que, no es exigible la substanciación de un incidente, como tampoco la emisión de una resolución formal acorde a los artículos 80, 81 y 83 del Código de Procedimientos Civiles del Estado; y en este sentido, el hecho de no haberse substanciado un incidente, no es óbice para considerar la determinación judicial como una negativa a decretar la caducidad planteada.
Se colige entonces, que la caducidad de la instancia, como violación procesal que trasciende al resultado del fallo, es de orden público, y consecuentemente, su estudio debe hacerse incluso de oficio por el juzgador, en cuanto tenga conocimiento de los hechos que se plantean para su procedencia; de tal manera que, al ser sometida la caducidad a consideración del juez, tácitamente procedió a examinar los hechos en que se sustentaba, especialmente porque el promovente en ningún momento planteaba alguna cuestión incidental, sino solamente puso a consideración del juzgador las circunstancias y hechos por los cuales estimaba que operaba dicha institución procesal; de ahí que el juez del asunto analizó las consideraciones expuestas, así como las actuaciones procesales existentes en el juicio, y determinó que no había lugar a admitirla, y con independencia de lo acertado o no que resulte su consideración, válidamente puede inferirse que su determinación constituye una negativa a decretar la caducidad, denegación que actualiza el supuesto comprendido en el artículo 795 SEXTIES del código procesal civil, y que puede entonces ser recurrida mediante recurso de apelación, admisible en el efecto devolutivo.

Consecuentemente, con fundamento en el artículo 974 TER, del Código de Procedimientos Civiles, los agravios expresados por ELIMINADO resultan fundados; en consecuencia, SE DEJA SIN EFECTO EL AUTO RECURRIDO de veintiocho de abril de dos mil veintiuno, que negó la admisión del recurso de apelación, dictado por el Juez Primero Civil del Sexto Distrito Judicial de Ciudad Valles, S.L.P., dentro del expediente  ELIMINADO, relativo al juicio Ordinario Civil, promovido por  ELIMINADO en contra de ELIMINADO y ELIMINADO  para que el Titular del Juzgado Primero del ramo civil del Sexto Distrito Judicial, dicte otro en su lugar, en donde prescinda del desechamiento del recurso y de las razones que anteriormente se expusieron, y de no existir alguna otra causa de improcedencia, admita el recurso planteado, en los términos de los artículos 795 SEXTIES, 936, 940, 946 y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles del Estado. 

Octavo. En consecuencia, se ordena remitir copia certificada de la presente resolución al Juez Primero Civil del Sexto Distrito Judicial de Ciudad Valles, S.L.P., que actualmente substancia el procedimiento, para los fines legales consiguientes y, oportunamente, archívese el toca como asunto concluido.
Noveno. En términos de lo dispuesto en el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación con el diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, hágase del conocimiento de las partes, que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. Asimismo, con fundamento en lo establecido en los artículos 82 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 1068 del Código de Comercio y 121 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí. 
Por lo expuesto y fundado, con sustento además en los artículos 81, 83, 936, y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles, se resuelve: 


PRIMERO. - El Pleno de este Supremo Tribunal de Justicia del Estado, es competente para conocer del presente Recurso de Queja, y el trámite dado al mismo se encuentra ajustado a derecho.

SEGUNDO. - Los agravios expresados por el quejoso ELIMINADO resultaron fundados.
TERCERO. - En consecuencia, SE DEJA SIN EFECTO EL AUTO RECURRIDO de veintiocho de abril de dos mil veintiuno, que negó la admisión del recurso de apelación, dictado por el Juez Primero Civil del Sexto Distrito Judicial de Ciudad Valles, S.L.P., dentro del expediente  ELIMINADO, relativo al juicio Ordinario Civil, promovido por  ELIMINADO en contra de ELIMINADO y ELIMINADO  para que el Titular del Juzgado Primero del ramo civil del Sexto Distrito Judicial, dicte otro en su lugar, en donde prescinda del desechamiento del recurso y de las razones que anteriormente se expusieron, y de no existir alguna otra causa de improcedencia, admita el recurso planteado, en los términos de los artículos 795 SEXTIES, 936, 940, 946 y demás relativos del Código de Procedimientos Civiles del Estado. 

CUARTO. - Publíquese el fallo con inclusión de los datos personales de los litigantes y la protección oficiosa que corresponda.
QUINTO. - Envíese copia certificada de la presente resolución al Juez Primero Civil del Sexto Distrito Judicial de Ciudad Valles, S.L.P., que actualmente substancia el procedimiento, para los fines legales consiguientes y, oportunamente, archívese el toca como asunto concluido.
SEXTO. - Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase.
A S I, por unanimidad de votos, lo resolvieron y firman los señores Magistrados Olga Regina García López, Ma. Guadalupe Orozco Santiago, José Armando Martínez Vázquez,  Carlos Alejandro Robledo Zapata, Luz María Enriqueta Cabrero Romero, Rebeca Anastacia Medina García, Juan Paulo Almazán Cue, María Manuela García Cázares, María América Onofre Díaz, Armando Rafael Oviedo Abrego, Silvia Torres Sánchez, Alma Delia González Centeno, Jesús María Ponce de León Montes, Adriana Monter Guerrero, Alejandro Hernández Castillo y Graciela Treviño Rodríguez, quienes integran el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, siendo ponente la Magistrada María Manuela García Cázares, quienes actúan con Secretaria General de Acuerdos, Licenciada Ma. del Rosario Torres Mancilla, que autoriza y da fe.  

� Ovalle Favela, José, “Garantías constitucionales del proceso”, Segunda Edición, Editorial Oxford, México, 2002. p. 285.


� Texto extraído de la tesis jurisprudencial número: Tesis: V.2o. J/32, publicada bajo el rubro: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION.”, en la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, Tomo número 54, junio de 1992. Registro: 219034.





� Artículo 945.- Las sentencias definitivas en negocios cuyo interés sea de quinientos pesos o más, o no sea susceptible de valorarse en dinero, serán apelables en ambos efectos, salvo en los casos expresamente exceptuados.


� Artículo 946.- Las demás resoluciones sólo son apelables cuando decidan un incidente y cuando esta Ley lo disponga, si además lo fuere la sentencia definitiva del juicio en que se dicten. La apelación será admisible sólo en el efecto devolutivo, salvo los casos que este Código exceptúe.


� Artículo 78.- Las resoluciones son: 


I.- Simples determinaciones de trámite y entonces se llamarán decretos; 


II.- Decisiones sobre materia que no sea de puro trámite, y entonces se llamarán autos, debiendo contener los fundamentos legales en que se apoyen;


III.- Sentencias definitivas o interlocutorias, según que decidan el negocio principal o que decidan un incidente, un artículo sobre excepciones dilatorias o una competencia. 


Todas las resoluciones pronunciadas por los jueces y magistrados serán autorizadas con su firma entera y la de los secretarios.


� Código de Procedimientos Civiles, artículo 795 QUINQUE, fracción I.


� Artículo 795 QUARTER, Código de Procedimientos Civiles.


� Tesis: I.4o.C.222 C, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Febrero de 2010, Novena Época, p: 2801, Registro digital: 165329.
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